
 

 
 

 
 

 

Señor  
JUEZ ADMINISTRATIVO DE MANIZALES (REPARTO)  
E.S.D. 
 
 
REF.: ACCIÓN DE TUTELA 
ACCIONANTE: JUAN CARLOS RAMIREZ VALENCIA 
ACCIONADO: COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC – LA UNIÓN TEMPORAL MÉRITO Y 
OPORTUNIDAD DIAN 2020  

 
 

JUAN CARLOS RAMIREZ VALENCIA, ciudadano en ejercicio, identificado como aparece al pie de mi 
correspondiente firma, actuando en nombre propio, de manera respetuosa acudo a su Despacho Judicial en 
virtud de la presente ACCIÓN DE TUTELA consagrada en el artículo 86 constitucional, para solicitar el amparo 
de mis derechos fundamentales al ACCESO A LA CARRERA ADMINISTRATIVA POR MERITOCRACIA (art. 
40 numeral 7 y art. 125 constitucional), IGUALDAD (art. 13 constitucional) y al DEBIDO PROCESO (art. 29 
constitucional), vulnerados por la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL –CNSC – LA UNIÓN 
TEMPORAL MÉRITO Y OPORTUNIDAD DIAN 2020. Lo anterior conforme se pasará a exponer a continuación. 
 

I. PARTES ACCIONADAS: 
 
COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC: Entidad que Constitucionalmente es la responsable de 
la administración y vigilancia de las carreras de los servidores públicos, y cuya misión entre otra está orientada 
a posicionar el mérito y la igualdad en el ingreso y desarrollo del empleo público. 
 
LA UNIÓN TEMPORAL MÉRITO Y OPORTUNIDAD DIAN 2020: Fue la Institución encargada para ejecutar las 
etapas de verificación de requisitos mínimos. 
 

II. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PARA EL PRESENTE ASUNTO. 
 
Según lo ha señalado la línea jurisprudencial actual de la Honorable Corte Constitucional, es preciso señalar que 
sobre este aspecto de procedencia de acción de tutela en materia de Concursos de Méritos, el Alto Tribunal  en 
lo Constitucional ha indicado que la misma es procedente para resolver la presente Litis, toda vez que de lo 
contrario, el suscrito accionante tendría que someterse a un proceso ordinario largo ante la Jurisdicción 
Contenciosa Administrativa, lo cual me generaría un perjuicio irremediable, toda vez cuando se decida un fallo 
dentro de la acción ordinaria ya se han vencido los términos de vigencia de la etapa de requisitos mínimos y 
posiblemente las demás etapas que atañen al concurso y para el caso en particular en lo que atañe a la primera 
fase de verificación de requisitos mínimos donde se me ha violado derechos fundamentales al excluirme del 
concurso 1461 de 2020 DIAN donde supuestamente no reúno los requisitos mínimos para  el empleo u OPEC 
127231. Por ende transcribo los diferentes señalamientos de la Honorable Corte Constitucional: 
 
Sentencia T-180 del 16 de abril de 20151, se refirió respecto a la procedencia de la acción de tutela en casos 
como el aquí presente, así: 
 
“Sobre el particular, en la Sentencia SU-913 de 2009 se determinó que: “en materia de concursos de méritos 
para la provisión de cargos de carrera se ha comprobado que para excluir a la tutela en estos casos, el medio 
judicial debe ser eficaz y conducente, pues se trata nada menos que de la defensa y realización de derechos 
fundamentales, ya que no tendría objeto alguno enervar el mecanismo de tutela para sustituirlo por un 
instrumento previsto en el ordenamiento legal que no garantice la supremacía de la Constitución en el caso 
particular”.     
  
Entonces, en ciertas circunstancias los mecanismos judiciales de defensa existentes en el ordenamiento 
jurídico para impugnar las decisiones adoptadas dentro de un trámite de concurso de méritos, debido a 
su complejidad y duración, carecen de idoneidad y eficacia para proteger los derechos fundamentales al 
acceso a la función pública y al trabajo. 
  
La Corte ha resaltado que la provisión de empleos a través de concurso busca la satisfacción de los fines del 
Estado y garantiza el derecho fundamental de acceso a la función pública. Por ello, la elección oportuna del 
concursante que reúne las calidades y el mérito asegura el buen servicio administrativo y requiere de decisiones 
rápidas respecto de las controversias que surjan entre los participantes y la entidad. 

                                                             
1Corte Constitucional. Magistrado Ponente, Jorge Iván Palacio Palacio  Referencia: Expediente T-4416069 
  



 

 
 

 
 

 

  
Así las cosas, este Tribunal ha entendido que la acción de tutela es un mecanismo excepcional de 
defensa de los derechos fundamentales de las personas participan en un proceso de selección de 
personal público y son víctimas de un presunto desconocimiento de cualquiera de sus derechos 
fundamentales.” (Negrillas fuera de texto). 
 
Igualmente, la Alta Corporación en lo Constitucional estableció en la Sentencia T-604/13:  
 
“En este sentido, en reiteradas ocasiones la Corte Constitucional ha señalado que el juez debe analizar, en cada 
caso concreto, si existe otro mecanismo judicial en el orden jurídico que permita ejercer la defensa de los 
derechos constitucionales fundamentales de los individuos, logrando una efectiva e íntegra protección de los 
mismos. 
  
Así lo sostuvo en sentencia T-235 de 2010, al indicar: 
  
Para que la acción de tutela sea procedente como mecanismo principal, el demandante debe acreditar que, o no 
tiene a su disposición otros medios de defensa judicial, o teniéndolos, éstos, no resultan idóneos y eficaces para 
lograr la protección de los derechos fundamentales presuntamente conculcados. A su turno, el ejercicio del 
amparo constitucional como mecanismo transitorio de defensa iusfundamental, implica que, aún existiendo 
medios de protección judicial idóneos y eficaces, estos, ante la necesidad de evitar un perjuicio irremediable, 
pueden ser desplazados por la acción de tutela 

  
Igualmente, este tribunal ha manifestado que cuando el accionante logra demostrar la ocurrencia de un  perjuicio 
irremediable procede la acción de tutela como mecanismo transitorio de protección. “Así, por ejemplo, puede 
proceder la tutela a pesar de existir vías judiciales alternas cuando se ve afectado el mínimo vital del accionante 
o sus condiciones físicas permiten pensar que se encuentra en un especial estado de indefensión y de no 
intervenir de inmediato el juez constitucional se produciría un daño irremediable. 
  
Respecto de dicho mandato, ha manifestado este tribunal que no se trata de que el otro medio de defensa judicial 
sea puramente teórico. Por el contrario, lo que el Constituyente y el legislador quisieron en el momento de 
redactar la normatividad sobre la acción de tutela, fue precisamente lograr una protección efectiva de los 
derechos constitucionales fundamentales de los individuos, entendiendo que ellos muchas veces son 
desconocidos, a pesar de que para cada uno está reservada en la legislación una forma de protección. 
  
En lo relativo a la idoneidad y eficacia del instrumento judicial ordinario, esta corporación expresó en sentencia 
T-569 de 2011 que: “es deber del juez de tutela examinar si la controversia puesta a su consideración (i) puede 
ser ventilada a través de otros mecanismos judiciales y (ii) si a pesar de existir formalmente, aquellos son o 
no suficientes para proveer una respuesta material y efectiva a la disputa puesta a su consideración.”  Por 
consiguiente, “no es suficiente, para excluir la tutela, la mera existencia formal de otro procedimiento o trámite 
de carácter judicial. Para que ello ocurra es indispensable que ese mecanismo sea idóneo y eficaz, con miras a 
lograr la finalidad específica de brindar inmediata y plena protección a los derechos fundamentales, de modo 
que su utilización asegure los efectos que se lograrían con la acción de tutela. No podría oponerse un medio 
judicial que colocara al afectado en la situación de tener que esperar por varios años mientras sus derechos 
fundamentales están siendo violados.” 
  
3.2.  Acogiendo lo anterior esta corporación ha determinado que las acciones contencioso 
administrativas no protegen en igual grado que la tutela, los derechos fundamentales amenazados o 
vulnerados en los procesos de vinculación de servidores públicos, cuando ello se hace por concurso de 
méritos, ya que la mayoría de veces debido a la congestión del aparato jurisdiccional, el agotamiento de 
las mismas implica la prolongación de la vulneración en el tiempo. 
  
Sobre el particular, en la sentencia T-425 de 2001 la Corte conoció un caso en el cual un accionante que se 
encontraba en el primer lugar de la lista de elegibles en un concurso para proveer el cargo de asesor, Código 
1020, grado 08 en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, no había accedido al cargo debido a la negativa 
de la entidad a nombrarlo. En dicha providencia se estableció que: 
  
“En un sinnúmero de ocasiones esta colegiatura ha sostenido que procede la tutela para enervar los actos de 
las autoridades publicas cuando desconocen los mecanismos de selección establecidos en los concursos 
públicos. En efecto: la vulneración de los derechos a la igualdad, al trabajo y debido proceso, de la cual son 
víctimas las personas acreedoras a un nombramiento en un cargo de carrera cuando no son designadas pese 
al hecho de haber obtenido el primer lugar en el correspondiente concurso, no encuentran solución efectiva ni 
oportuna en un proceso ordinario que supone unos trámites más dispendiosos y demorados que los de la acción 



 

 
 

 
 

 

de tutela y por lo mismo dilatan  y mantienen en el tiempo la violación de un derecho fundamental que requiere 
protección inmediata.” 

  
Sobre el particular, es decir sobre la procedencia de la acción de amparo para debatir decisiones acogidas dentro 
de un concurso de méritos, este tribunal ha manifestado que: “aún cuando los afectados con dichas 
determinaciones cuentan con las acciones contencioso administrativas para cuestionar su legalidad, dichos 
mecanismos judiciales de defensa no son siempre idóneos y eficaces para restaurar los derechos fundamentales 
conculcados.”   
  
Al respecto observa esta corporación que la indemnización surgida de las acciones contenciosas, no puede 
actuar como un compensación de la violación del derecho fundamental, ya que: “lo que el ordenamiento 
constitucional postula en relación al acceso a la función pública es su vigencia, goce y efectividad en cabeza de 
su titular; dicho de otra manera, la compensación económica que eventualmente se reconocería no sería idónea 
para obtener la protección de las garantías constitucionales que ha sido vulneradas por la actuación de la 
administración”. 
  
Ahora bien, este tribunal resalta que mediante sentencias SU-133 de 1998 y SU-086 de 1999, esta corporación 
determinó:   

  
“la vulneración de los derechos a la igualdad, al trabajo y debido proceso, de la cual son víctimas las personas 
acreedoras a un nombramiento en un cargo de carrera cuando no son designadas pese al hecho de haber 
obtenido el primer lugar en el correspondiente concurso, no encuentran solución efectiva ni oportuna en un 
proceso ordinario que supone unos trámites más dispendiosos y demorados que los de la acción de tutela y por 
lo mismo dilatan y mantienen en el tiempo la violación de un derecho fundamental que requiere protección 
inmediata. 

  
La Corte estima que la satisfacción plena de los aludidos derechos no puede diferirse indefinidamente, hasta 
que culmine el proceso ordinario, probablemente cuando ya el período en disputa haya terminado.” 
  
En idéntico sentido se pronunció la Corte Constitucional mediante la sentencia de unificación SU- 613 de 2002: 

  
“[…] existe una clara línea jurisprudencial según la cual la acción de tutela es el mecanismo idóneo para 
controvertir la negativa a proveer cargos de carrera en la administración judicial de conformidad con los 
resultados de los concursos de méritos, pues con ello se garantizan no sólo los derechos a la igualdad, al debido 
proceso y al trabajo, sino también el acceso a los cargos públicos, y se asegura la correcta aplicación del artículo 
125 de la Constitución. Por lo mismo, al no existir motivos fundados para variar esa línea, la Sala considera que 
debe mantener su posición y proceder al análisis material del caso. Obrar en sentido contrario podría significar 
la violación a la igualdad del actor, quien a pesar de haber actuado de buena fe y según la jurisprudencia 
constitucional, ante un cambio repentino de ella se vería incluso imposibilitado para acudir a los mecanismos 
ordinarios en defensa de sus derechos.” 
  
Igualmente en la sentencia SU-913 de 2009 se determinó que: 
  
“En materia de concursos de méritos para la provisión de cargos de carrera se ha comprobado que para excluir 
a la tutela en estos casos, el medio judicial debe ser eficaz y conducente, pues se trata nada menos que de la 
defensa y realización de derechos fundamentales, ya que no tendría objeto alguno enervar el mecanismo de 
tutela para sustituirlo por un instrumento previsto en el ordenamiento legal que no garantice la supremacía de la 
Constitución en el caso particular”.     
  
Como conclusión se destaca entonces que en ciertas circunstancias los mecanismos judiciales de 
defensa existentes en el ordenamiento jurídico para impugnar las decisiones adoptadas dentro de un 
trámite de concurso de méritos, debido a su complejidad y duración, carecen de idoneidad y eficacia 
para proteger los derechos fundamentales al acceso a la función pública y al trabajo. Por esta razón la 
tutela puede desplazar a las acciones contenciosas como medio de preservación de los derechos en 
juego. (Negrilla fuera de texto). 
 
Así las cosas, se muestra que, para el presente asunto, si es procedente la acción de tutela, por cuanto, tal 
como lo dispuso el máximo Órgano Constitucional, en eventos como éste la vía ordinaria resulta muy compleja 
y extensa, por lo que carecería de idoneidad y eficacia para proteger mis derechos fundamentales. 
 
 
 



 

 
 

 
 

 

III. MEDIDAS PROVISIONALES 
 
1. Ruego al señor Juez interrumpir o suspender provisionalmente la convocatoria 1461 DE 2020 DIAN y toda 
actuación administrativa de la misma en lo referente a la OPEC 127231. 
 
2. Que se ordene, a los accionados, PUBLICAR EN SUS PÁGINAS WEB O POR CUALQUIER MEDIO 
EXPEDITO, la presente acción, para que la sociedad en General COADYUVE O RECHACE la misma y puedan 
aportar sus fundamentos en hechos y en derecho, que contribuyan al presente y para los fines pertinentes que 
así lo consideren.  
 
Es necesario recurrir a esta vía constitucional, pues nos encontramos ante una circunstancia que supera la 
normalidad del proceso judicial por su urgencia. Ahora bien, el accionante viéndose afectado por la vulneración 
de los derechos mencionados no dispone de otro medio de defensa judicial por lo que es la acción de tutela la 
llamada a prosperar como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, máxime si se tiene que el 
concurso de méritos se halla en la etapa de próxima a la consolidación de la lista de elegibles. 
 

IV. HECHOS  
 

1. Me inscribí en la convocatoria 1461 DE 2020 DIAN en el cargo de Inspector II - OPEC: 127231 de la 
Planta de Personal de la DIAN.. 
 

2. La CNSC y la Unión Temporal Mérito y Oportunidad DIAN 2020 realizaron la etapa de verificación de 
requisitos mínimos de la mencionada convocatoria, con lo cual determinaron sacarme del concurso o 
convocatoria, argumentó tal decisión: 

 
“No se valida el título de posgrado aportado en la modalidad de especialización toda vez que no se 
relaciona con las funciones del empleo a proveer” 

 
“No se valida el título de posgrado aportado en la modalidad de maestría toda vez que no se relaciona 
con las funciones del empleo a proveer” 
 

3. Conforme la anterior decisión procedo a presentar la reclamación dentro de los términos estipulados 
para tal fin, donde sustente los motivos por los cuales si debía ser admitido en dicho concurso y los 
errores en que los accionados habían incurrido:  

 
“Teniendo en cuenta dicha decisión, se observa que tanto la especialización “Gerencia Social” como la 
maestría “Estudio y Gestión del Desarrollo” aportada a dicho concurso si cumplen con los requisitos 
mínimos exigidos dado que la especialización pertenece al núcleo de la administración y la maestría al 
estudio de la economía. 
 
Por otro lado, me permito recurrir a las directrices del propósito general de dicho empleo u OPEC 127231: 
“Desarrollar, en el marco de su competencia y jurisdicción, estudios, investigaciones y acciones de 
fiscalización para la verificación del cumplimiento de obligaciones en materia tributaria, aduanera o 
cambiaria, así como en la detección de prácticas tendientes a la elusión, evasión, abuso, contrabando y 
lavado de activos, de acuerdo con la normativa vigente, los procedimientos establecidos y las directrices 
institucionales.” 
 
Dentro de las funciones esenciales del empleo que se adjunta en el manual de funciones se tiene: 
 
“1. Realizar estudios e investigaciones que sirvan de base para la elaboración de propuestas de 
programas y acciones de control, de acuerdo con la normativa vigente y según directrices institucionales. 
 
(…). 
 
(…) 
 
4. Adelantar investigaciones para determinar el cumplimiento de las obligaciones tributarias, 
aduaneras o cambiarias y, el reporte de las operaciones sospechosas de lavado de activos y financiación 
del terrorismo, en el marco de su competencia y jurisdicción, de acuerdo con la normativa vigente, las 
directrices institucionales y los procedimientos establecidos. 
 



 

 
 

 
 

 

Al respecto, el plan de estudio de la ESAP en la especialización de Gerencia Social 
https://www.esap.edu.co/portal/index.php/especializacion-gerencia-social/ establece una asignatura 
denominada “Seminario Gestión del Conocimiento” la cual  contiene como eje temático “Actitud 
investigativa individual y en equipos.”. Entonces, si cumple con el requisito del numeral  1 de dichas 
funciones, dado que esta temática ayuda al estudiante a realizar procesos de investigaciones con el fin 
de averiguar, indagar hasta encontrar lo investigado.  
 
Por otro lado, la maestría citada tambien hace alusión dentro del pensum académico a la teoría de la 
investigación https://www.lasalle.edu.co/wcm/connect/068cae84-f275-4947-a89c-
cb3c1dd47ea3/MALLA+CURRICULAR+MEGD.pdf?MOD=AJPERES&CACHEID=ROOTWORKSPACE
-068cae84-f275-4947-a89c-cb3c1dd47ea3-nt9qPNV 

 

 
 

4. Mediante oficio RECVRM-DIAN-2082 de 17 de junio de 2021 las accionadas deciden confirmar la 
decisión de desvincularme de la convocatoria No. 1461 de 2020 DIAN. 
 

5. En la respuesta de la reclamación oficio -DIAN-2082 de 17 de junio de 2021 llama la atención que las 
accionadas en primer término aducen argumentos como la falta de certificados de experiencia 
insinuando que no fueron aportados a la convocatoria, situación esta que nunca se ventilo a la hora de 
excluirme. No obstante tal afirmación es falsa dado, que si poseo todos mis certificados tanto laborales 
como académicos que demuestran que si fueron aportados en la inscripción de dicho concurso. Ver 
Anexo “constancia de inscripción 335237230 Convocatoria PROCESO DE SELECCION - DIAN de 2020 
U.A.E. DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES – DIAN”, donde se observa el registro 
de mi especialización en Gerencia Social y mi maestría en Estudios y Gestión del Desarrollo”. 
 

6. De acuerdo con las anteriores consideraciones de reclamo, se observa su señoría que tanto la Maestría 
como la Especialización aportada para la convocatoria DIAN, si cumplen con el propósito general de la 
OPEC 127231 como con la primera y cuarta función del empleo donde me inscribí y que no fui admitido.  

 
7. Por otro lado, la Función 8 del manual de funciones establece “Proyectar, previo análisis de la 

información, las respuestas a las solicitudes técnicas y trámites en materia tributaria, aduanera o 
cambiaria, de acuerdo con la normativa vigente, los lineamientos institucionales y los procedimientos 
establecidos.” 

 
Conforme dicha función, el plan de estudio de la especialización se indica que dentro de la asignatura 
dada “Políticas Públicas” se encuentra la temática denominada “Fundamentos para análisis y la gestión 
de políticas sociales”, con lo cual se observa que si se acoge a la función principal que es el analizar y 
que contiene el pensum de dicha especialización, con lo cual se muestra que concuerda con la función 
antes descrita. https://www.esap.edu.co/portal/index.php/especializacion-gerencia-social/ 

 
8. Teniendo en cuenta, la decisión adoptada tanto por la CNSC y la Unión Temporal Mérito y Oportunidad 

DIAN 2020 en excluirme de la citada convocatoria o concurso, es que presento la acción de tutela, dado 
que se me están vulnerando mis derechos fundamentales al ACCESO A LA CARRERA 
ADMINISTRATIVA POR MERITOCRACIA (art. 40 numeral 7 y art. 125 constitucional), IGUALDAD (art. 



 

 
 

 
 

 

13 constitucional) y al DEBIDO PROCESO (art. 29 constitucional). Además que, al no proceder recurso 
alguno contra dicha decisión, no queda otro camino para defender mis derechos fundamentales que la 
presente acción Constitucional. 

 
V. FUNDAMENTOS LEGALES 

 
PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA CONTRA ACTOS ADMINISTRATIVOS QUE 
REGLAMENTAN UN CONCURSO DE MÉRITOS 
 

- Procedencia 
 
La presente acción de tutela procede por dos razones principales:  
 
En primer lugar, si bien el juez natural en materia de actos administrativos es el juez del contencioso 
administrativo, las actuales circunstancias de la pandemia internacional por el COVID-19 han determinado para 
el caso colombiano la suspensión de términos para los tribunales administrativos. Ante tal situación el 
administrado no cuenta con un mecanismo sincrónico de defensa de sus derechos sólo pudiendo proceder en 
sede gubernativa. Por esta razón la tutela se yergue como un mecanismo subsidiario y transitorio con ocasión 
de la vulneración de derechos fundamentales y no contando con otro mecanismo de defensa.  
 
En segundo lugar, de conformidad con la Sentencia 00294 de 2016 del Consejo de Estado las decisiones que 
se dictan en el desarrollo de un concurso de méritos para la provisión de empleos generalmente constituyen 
actos de trámite y contra estos no proceden los recursos de la vía gubernativa ni los medios de control que 
regula la Ley 1437 de 2011 CPACA-. Por tanto, en el evento de presentarse, en desarrollo del concurso la 
flagrante violación de un derecho fundamental, la acción de tutela para el afectado resulta procedente ante la 
carencia de medios de defensa judiciales para lograr la continuidad en el concurso. 
 
La carrera administrativa cuyo origen constitucional se encuentra en el Art. 125 superior, es un sistema técnico 
de administración de personal que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la administración pública y ofrecer 
estabilidad e igualdad de oportunidades para el acceso y el ascenso al servicio público. En este sentido, la 
carrera administrativa funge como un principio y una garantía constitucional. Así pues, el concurso de méritos 
está dirigido a garantizar la selección objetiva del aspirante, según la evaluación y determinación de su 
capacidad e idoneidad para asumir las funciones a desempeñar, de manera que se impida la subjetividad o 
arbitrariedad del nominador o criterios contrarios a los principios y valores constitucionales. 
 

- Subsidiariedad 
 
El Art. 86 superior sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable la procedibilidad de la acción 
constitucional estará sujeta a que el accionante quien considere sus derechos fundamentales vulnerados no 
cuente con otro medio de defensa judicial y que el medio existente no sea idóneo o eficaz para la defensa de 
los derechos cuyo amparo se pretende. 
 
En consecuencia y para establecer la idoneidad y eficacia de los mecanismos judiciales, el juez debe valorar los 
supuestos fácticos de los casos en concreto, y examinará aspectos como: 
 
(i) si la utilización del medio de defensa judicial tiene la virtualidad de ofrecer la misma protección que se lograría 
a través de la acción de tutela;  
(ii) el tiempo que tarda en resolverse la controversia ante el juez natural;  
(iii) la vulneración del derecho fundamental durante el trámite;  
(iv) las circunstancias que impidieron que el accionante hubiese promovido los mecanismos judiciales ordinarios; 
 (v) la condición de sujeto de especial protección constitucional del peticionario, entre otras. 
 
En la Sentencia SU-913 de 2009, se analizó el tema de la procedibilidad de la acción de tutela como mecanismo 
de protección de los derechos de quienes participan en concurso de méritos, al respecto indicó: 
 

“(…) la doctrina constitucional ha reiterado que al estar en juego la protección de 
los derechos fundamentales al trabajo, la igualdad y el debido proceso de quienes 
participaron en un concurso de méritos y fueron debidamente seleccionados, la 
Corte Constitucional asume competencia plena y directa, aún existiendo otro 
mecanismo de defensa judicial, al considerar que la tute respectiva instancia 



 

 
 

 
 

 

ordinaria para convertirse en la vía principal de os en que el mecanismo alterno 
no es lo suficientemente idóneo y eficaz para la protección de estos derechos. 
 
Considera la Corte que en materia de concursos de méritos para la provisión de 
cargos de carrera se ha comprobado que no se encuentra solución efectiva ni 
oportuna acudiendo a un proceso ordinario o contencioso, en la medida que su 
trámite llevaría a extender en el tiempo de manera injustificada la vulneración de 
derechos fundamentales que requieren de protección inmediata. Esta Corte ha 
expresado, que, para excluir a la tutela en estos casos, el medio judicial debe ser 
eficaz y conducente, pues se trata nada menos que de la defensa y realización de 
derechos fundamentales, ya que no tendría objeto alguno enervar el mecanismo 
de tutela para sustituirlo por un instrumento previsto en el ordenamiento legal que 
no garantice la supremacía de la Constitución en el caso particular” 
 

Continuando con la misma línea en la sentencia T 800 de 2011 la Honorable Corte Constitucional al analizar la 
procedencia de la acción de tutela para controvertir actos de asignación de puntajes en concursos de mérito, que 
igual podría ser de cualquier otro requisito, como el que nos ocupa en el presente caso. 
 

“Aun cuando para este caso hay otro medio de defensa judicial susceptible de ser 
ejercido ante la justicia contencioso-administrativa, lo cierto es que no puede 
asegurarse que sea eficaz, pues la terminación del proceso podría darse cuando 
ya se haya puesto fin al concurso de méritos, y sea demasiado tarde para reclamar 
en caso de que el demandante tuviera razón en sus quejas. Ciertamente, el 
peticionario podría reclamar ante el juez contencioso la suspensión provisional del 
acto de asignación de puntajes que cuestiona como irregular, pero incluso si se le 
concediera esta decisión no tendría la virtualidad de restablecer de inmediato los 
derechos del accionante y, en cambio, podría dejarlo en una situación de 
indefinición perjudicial en el trámite de las etapas subsiguientes del concurso” 
(Subrayado fuera de texto) 

 
De lo anterior se desprende que la acción de amparo constitucional se convierte en el mecanismo competente 
para resolver la controversia objeto de revisión si se tiene en cuenta que las pretensiones deprecadas están 
encaminadas a demostrar que existiendo la alternativa de acudir a los medios de control jurisdiccional en lo 
contencioso administrativo, por premura del caso exige acudir a la acción de tutela toda vez que las fases del 
concurso avanzan poniendo en evidente consumación la vulneración de los derechos fundamentales. 
 

- Inmediatez 
 
La presente acción de tutela se está presentando luego de un tiempo prudencial después de que se han resuelto 
las solicitudes de aclaración, corrección y modificación interpuestas ante las entidades competentes sin solución 
al caso que nos ocupa, de acuerdo a la sentencia T- 327 de 2015 de la Corte Constitucional, el requisito de 
inmediatez, exige que el ejercicio de la acción de tutela debe ser oportuno, es decir, dentro de un término y plazo 
razonable, pues la tutela, por su propia naturaleza constitucional, busca la protección inmediata de los derechos 
constitucionales fundamentales y por ello la petición ha de ser presentada dentro de un marco temporal razonable 
respecto de la ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos fundamentales.  
 
De lo anterior se tiene que la vulneración de los derechos fundamentales de mi representada es permanente y 
continúa, habida cuenta que las entidades accionadas no brindaron solución. 
 

- Perjuicio Irremediable 
 
En consecuencia, con lo expuesto en líneas anteriores se tiene que el concurso continúa avanzando con total 
normalidad pese a que se evidencie una constante vulneración de los derechos fundamentales de varios de los 
concursantes y sin que hasta la fecha cuenten con otra opción más eficaz que la acción de tutela para amparar 
sus derechos fundamentales antes de que se surtan todas las etapas del concurso y pierdan la posibilidad de 
continuar en el proceso. 
 
En ese sentido de procederse a ventilar el asunto objeto de estudio ante la jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, con los problemas de congestión judicial actuales, existe una alta probabilidad de que el concurso 
avance hasta que salga lista de elegibles quedando en firme, sucediendo este hecho antes de que se genere un 
pronunciamiento judicial de fondo, por lo tanto, solo la acción de tutela es la llamada evitar este perjuicio 
irremediable. 



 

 
 

 
 

 

DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS: 
 
A continuación me permito manifestar los derechos fundamentales violados por las accionadas: 
 
SOBRE EL DERECHO DE ACCESO A LA CARRERA ADMINISTRATIVA POR MERITOCRACIA, EL 
CONCURSO DE MÉRITOS Y LISTA DE ELEGIBLES. 
 
La carrera administrativa ha sido definida como, “un sistema técnico de administración de personal de los 
organismos y entidades del Estado cuyo fin es, además de la preservación de la estabilidad y del derecho de 
promoción de los trabajadores, garantizar la excelencia en la calidad del servicio y la eficiencia de la 
administración pública, y en general de las actividades estatales, ofreciendo igualdad de oportunidades para el 
ingreso, capacitación y ascenso del servicio público, con base exclusiva en el mérito y en las calidades de los 
aspirantes2” .  
 
En ese sentido, la H. Corte Constitucional en Sentencia C 288 de 2014, sostuvo: 
 
“(…) La consagración de la carrera administrativa como regla general de la administración pública en el artículo 
125 de la Carta, compatibilizó los componentes básicos de la estructura estatal con los principios y fundamentos 
del Estado Social de Derecho, pues el mismo se caracteriza por la prevalencia de los principios de libertad, 
justicia, igualdad y pluralidad, que requiere de una estructura organizativa, de una administración, cuyo diseño 
responda a la aplicación efectiva de esos mismos principios, de manera tal que se garantice a todos y cada uno 
de sus asociados, el derecho a acceder y permanecer, por sus propios méritos y capacidades, al servicio del 
Estado[5] .  
 
De esta manera se ha reconocido que la carrera administrativa es principio constitucional, definitorio en la 
concepción del Estado Social y Democrático de Derecho a partir de tres criterios específicos[6]:  
 
i) El primero, de carácter histórico, el cual se basa en advertir que durante la historia del constitucionalismo 
colombiano se han planteado distintas reformas constitucionales y legales dirigidas a otorgar preeminencia al 
sistema de carrera administrativa como la vía por excelencia para el ingreso al servicio público, con el fin de 
eliminar las prácticas clientelistas, de “amiguismo” o nepotismo, acendradas en la función pública y contrarias 
al acceso a los cargos del Estado de modo equitativo, transparente y basado en la valoración del mérito de los 
aspirantes[7] . 
 
(ii) El segundo criterio es de carácter conceptual y refiere al entendimiento de la carrera administrativa como un 
principio constitucional. El principio de la carrera administrativa cumple el doble objetivo de[8]: (i) servir de 
estándar y método preferente para el ingreso al servicio público y; (ii) conformar una fórmula interpretativa de 
las reglas que versen sobre el acceso a los cargos del Estado, las cuales deberán comprenderse de manera tal 
que cumplan con los requisitos y finalidades de la carrera administrativa, en especial el acceso basado en el 
mérito de los aspirantes.[9]  
 
(iii) Por último, el tercer criterio es de naturaleza teleológica, puesto que se relaciona con las finalidades que 
cumple la carrera administrativa en el Estado constitucional. En este sentido, la jurisprudencia de esta 
Corporación ha previsto que la interpretación armónica de lo preceptuado en el artículo 125 C.P. con otras 
normas superiores lleva a concluir que el principio de carrera cumple una función articuladora de variados fines 
valiosos para el ordenamiento constitucional.[10]  
 
De esta manera, la aplicación plena del sistema de la carrera administrativa busca la materialización de los 
objetivos fundamentales de un Estado Social de Derecho[11] y por ello constituye uno de sus elementos 
definitorios y estructurales[12] .  
En consecuencia, la carrera administrativa constituye un principio del ordenamiento superior[13] y del Estado 
Social de Derecho[14] con los siguientes objetivos: (i) realizar la función administrativa (art. 209 superior) que 
está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con base en los principios de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, (ii) cumplir con los fines esenciales del Estado (art. 2 
constitucional) como lo son el servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad 
de los principios, derechos y deberes constitucionales, (iii) garantizar el derecho de participación en la 
conformación, ejercicio y control del poder político a través del acceso al desempeño de funciones y cargos 
públicos (art. 40-7 de la Constitución), (iv) proteger el derecho a la igualdad (art. 13 de la Carta), y (v) 
salvaguardar los principios mínimos fundamentales de la relación laboral contemplados en el artículo 53 de la 
Carta[15] .” 

                                                             
2Corte Constitucional, Sentencia C 288 de 2014  



 

 
 

 
 

 

 
Aunado a lo anterior, el concurso público es el mecanismo establecido por la Constitución Política3, para proveer 
los distintos cargos en el sector público, adelantado en el marco de la imparcialidad y prevalencia del mérito y 
su finalidad es que se evalúen las capacidades, preparación y las aptitudes generales y específicas de los 
aspirantes a un cargo, para de esta manera escoger, entre ellos, al que mejor se desempeñó, dejando de lado 
cualquier criterio subjetivo o arbitrario de elección. 
 
SOBRE EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD.  
 
El artículo 13 de la Constitución Política, dispone: 
 
“(… )ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección 
y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna 
discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 
filosófica.  
 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de 
grupos discriminados o marginados.  
 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se 
encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se 
cometan” (Negrillas fuera del texto original) 
 
En concordancia con la normatividad en cita, la H. Corte Constitucional ha determinado que, “(…) la igualdad es 
un concepto multidimensional pues es reconocido como un principio, un derecho fundamental y una garantía. 
De esta manera, la igualdad puede entenderse a partir de tres dimensiones: i) formal, lo que implica que la 
legalidad debe ser aplicada en condiciones de igualdad a todos los sujetos contra quienes se dirige; y, ii) 
material, en el sentido garantizar la paridad de oportunidades entre los individuos; y, iii) la prohibición de 
discriminación que implica que el Estado y los particulares no puedan aplicar un trato diferente a partir de criterios 
sospechosos construidos con fundamento en razones de sexo, raza, origen étnico, identidad de género, religión 
y opinión política, entre otras.”4 
Es decir, que el derecho a la igualdad y no discriminación, es uno de los principios rectores dentro del Estado 
Social de Derecho, y en virtud de este principio, se impone el deber de abstenerse de incentivar o de realizar 
tratos discriminatorios, sobre el cual el Estado debe tomar las medidas necesarias tendientes a superar las 
condiciones de desigualdad material que enfrentan los grupos poblacionales discriminados. 
 
SOBRE EL DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO. 
 
El artículo 29 de la Constitución Política de 1991, consagra el debido proceso como un derecho fundamental 
aplicable, “a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”. Respecto del mismo, la jurisprudencia 
constitucional ha definido este derecho, “como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a 
través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para 
que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia”5. 
 
Conforme a lo anterior, del artículo 29 de la Constitución Política, se desprende que el derecho al debido 
proceso, cubre tanto las actuaciones judiciales como las administrativas, así lo concluyó la H. Corte 
Constitucional en Sentencia C-034 de 20146 : 
 
“(…)[u]na de las notas más destacadas de la Constitución Política de 1991 es la extensión de las garantías 
propias del debido proceso a las actuaciones administrativas. Ello demuestra la intención constituyente de 
establecer un orden normativo en el que el ejercicio de las funciones públicas se encuentra sujeto a límites 
destinados a asegurar la eficacia y protección de la persona, mediante el respeto por sus derechos 
fundamentales”. 

                                                             
3 Constitución Política de Colombia. "ARTICULO 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrero. 
Se exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que 
determine la ley. Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la ley, 
serán nombrados por concurso público (…)” 
4 Corte Constitucional, Sentencia T-030 de 2017. 
5 Corte Constitucional, Sala Plena, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. Sentencia de Constitucionalidad C-980 de 
1º de diciembre de 2010, dictada dentro del Exp. Rad. D-8104. 
6 Corte Constitucional, Sala Plena, M.P. Dra. María Victoria Calle Correa. Sentencia de Constitucionalidad C-034 de 29 de 
enero de 2014, dictada dentro del Exp. Rad. D-9566. 



 

 
 

 
 

 

 
Bajo este entendido, el debido proceso se enmarca dentro del contexto de garantizar la correcta producción de 
los actos administrativos, lo cual comprende todo el ejercicio que debe desarrollar la administración pública en 
la realización de sus objetivos y fines estatales, lo que implica que cobija todas las manifestaciones en cuanto a 
la formación y ejecución de los actos, a las peticiones que presenten los particulares, a los procesos que por 
motivo y con ocasión de sus funciones cada entidad administrativa debe desarrollar y desde luego, garantiza la 
defensa ciudadana al señalarle los medios de impugnación previstos respecto de las providencias 
administrativas, cuando crea el particular que a través de ellas se hayan afectado sus intereses” 7. 
 
Dentro de ese contexto, la Corte Constitucional ha definido el debido proceso administrativo como, “(i) el conjunto 
complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una 
secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda relación directa o indirecta entre sí, 
y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal”. Lo anterior, con el objeto de “(i) 
asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones y, (iii) 
resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados” 8 

 
VI. DEL CASO EN CONCRETO  

 
En el presente asunto, tanto la CNSC como Unión Temporal Mérito y Oportunidad DIAN 2020 violentan 
flagrantemente mis derechos fundamentales al ACCESO A LA CARRERA ADMINISTRATIVA POR 
MERITOCRACIA (art. 40 numeral 7 y art. 125 constitucional), IGUALDAD (art. 13 constitucional) y al DEBIDO 
PROCESO (art. 29 constitucional), al no conceder mis suplicas en la reclamación hecha contra la prueba de 
valoración de requisitos mínimos, ya que supuestamente tanto las certificaciones académicas como laborales no 
se ajusten al perfil del empleo Inspector II - OPEC: 127231 y al parecer insinúan que no fueron aportadas dentro 
del términos de la inscripción, situación como se manifestó es falsa. 
 
Teniendo en cuenta la decisión tomada por las accionadas, se observa que tanto la especialización “Gerencia 
Social” como la maestría “Estudio y Gestión del Desarrollo” aportada a dicho concurso si cumplen con los 
requisitos mínimos exigidos dado que la especialización pertenece al núcleo de la administración y la maestría 
al estudio de la economía. 
 
Por otro lado, me permito recurrir a las directrices del propósito general de dicho empleo u OPEC 127231: 
“Desarrollar, en el marco de su competencia y jurisdicción, estudios, investigaciones y acciones de 
fiscalización para la verificación del cumplimiento de obligaciones en materia tributaria, aduanera o cambiaria, 
así como en la detección de prácticas tendientes a la elusión, evasión, abuso, contrabando y lavado de activos, 
de acuerdo con la normativa vigente, los procedimientos establecidos y las directrices institucionales.” 
 
Dentro de las funciones esenciales del empleo que se adjunta en el manual de funciones se tiene: 
 
“1. Realizar estudios e investigaciones que sirvan de base para la elaboración de propuestas de programas 
y acciones de control, de acuerdo con la normativa vigente y según directrices institucionales. 
 
(…). 
 
(…) 
 
4. Adelantar investigaciones para determinar el cumplimiento de las obligaciones tributarias, aduaneras o 
cambiarias y, el reporte de las operaciones sospechosas de lavado de activos y financiación del terrorismo, en 
el marco de su competencia y jurisdicción, de acuerdo con la normativa vigente, las directrices institucionales y 
los procedimientos establecidos. 
 
Al respecto, el plan de estudio de la ESAP en la especialización de Gerencia Social 
https://www.esap.edu.co/portal/index.php/especializacion-gerencia-social/ establece una asignatura 
denominada “Seminario Gestión del Conocimiento” la cual  contiene como eje temático “Actitud investigativa 
individual y en equipos.”. Entonces, si cumple con el requisito del numeral  1 de dichas funciones, dado que esta 
temática ayuda al estudiante a realizar procesos de investigaciones con el fin de averiguar, indagar hasta 
encontrar lo investigado.  
 

                                                             
7 Ibídem supra 
8 Corte Constitucional, Sala Tercera de Revisión, M.P. Dr. Alejandro Linares Cantillo. Sentencia T-376 de 9 de junio de 
2017, dictada dentro del Exp. Rad. T-5.882.251. 



 

 
 

 
 

 

Por otro lado, la maestría citada tambien hace alusión dentro del pensum académico a la teoría de la 
investigación https://www.lasalle.edu.co/wcm/connect/068cae84-f275-4947-a89c-
cb3c1dd47ea3/MALLA+CURRICULAR+MEGD.pdf?MOD=AJPERES&CACHEID=ROOTWORKSPACE-
068cae84-f275-4947-a89c-cb3c1dd47ea3-nt9qPNV 
 

 
 
 
Entonces, bajo este contexto, se observa que tanto la Maestría como la Especialización aportada para la 
convocatoria DIAN, si cumplen con el propósito general de la OPEC 127231 como con la primera y cuarta función 
del empleo donde me inscribí y que no fui admitido. 
 
Por otro lado, la Función 8 del manual de funciones establece “Proyectar, previo análisis de la información, las 
respuestas a las solicitudes técnicas y trámites en materia tributaria, aduanera o cambiaria, de acuerdo con la 
normativa vigente, los lineamientos institucionales y los procedimientos establecidos.” 
 
Conforme dicha función, el plan de estudio de la especialización se indica que dentro de la asignatura dada 
“Políticas Públicas” se encuentra la temática denominada “Fundamentos para análisis y la gestión de políticas 
sociales”, con lo cual se observa que si se acoge a la función principal que es el analizar y que contiene el 
pensum de dicha especialización, con lo cual se muestra que concuerda con la función antes descrita. 
https://www.esap.edu.co/portal/index.php/especializacion-gerencia-social/ 
 
Corolario de lo expuesto, se muestra que si existe similitudes entre las funciones antes descritas y los certificados 
de posgrados enunciados y aportados para dicha convocatoria, razón por la cual, considero que se está 
cometiendo arbitrariedades por parte de la CNSC y la Unión Temporal Mérito y Oportunidad DIAN 2020 al no 
admitirme en el concurso de la DIAN al empleo de la OPEC 127231. 
 
Por lo tanto, solicito que se revoque la decisión de inadmisión que me realizó la CNSC y la Unión Temporal 
Mérito y Oportunidad DIAN 2020 en el empleo de la OPEC 127231 de la Convocatoria DIAN No. 1461 de 2020 
por supuestamente no cumplir los requisitos mínimos,  cuando estoy demostrando todo lo contrario. 
 
Es importante dejar en claro que entre las políticas sociales está la Política Pública Fiscal la cual se refiere a 
los impuestos y gastos que usa el gobierno para estimular la economía.  
 
En la Política Publica Fiscal se estudia “el tributo” que es un pago que el Estado exige a sus ciudadanos con el 
fin de financiar sus actividades y/o políticas socioeconómicas. De allí que al estudiar la Política Publica Fiscal  se 
está estudiando las condiciones en materia tributaria, aduanera o cambiaria, así como en la detección de 
prácticas tendientes a la elusión, evasión, abuso, contrabando, lavado de activos y la normatividad que los rige. 
Por lo anterior y como lo manifestó la propia Universidad Sergio Arboleda en su análisis mi especialización y mi 
maestría estudian Políticas Publicas Sociales en las que claramente está definida la Política Publica Fiscal 
y Monetaria. Por tanto el termino SOCIAL, no puede  ser visto como excluyente sino por el contrario vinculante.  
 
Ahora bien, es importante dejar claro que tanto como mi Profesión “ECONOMISTA” como mis post grados 
pertenecen al NBC de la Administración y la Economía como lo exige la Convocatoria. 
 



 

 
 

 
 

 

Conclusión: Como se ha podido observar, y conforme las reglas normativas del concurso, se muestra 
claramente que de acuerdo con mis registros académicos como certificado de experiencias laborales SÍ están 
conforme con lo exigido por el empleo de Inspector II - OPEC 127231, razón que llevan a insistir que si debo 
estar como admitido en dicho concurso 
 

VII. PRETENSIONES: 
 

1. Ruego al Despacho amparar mis derechos fundamentales ACCESO A LA CARRERA 
ADMINISTRATIVA POR MERITOCRACIA (art. 40 numeral 7 y art. 125 constitucional), IGUALDAD (art. 
13 constitucional), al DEBIDO PROCESO (art. 29 constitucional) y cualquier otro derecho fundamental 
que el Juez de Tutela considere que se me está violentando, conforme lo establecido en los diferentes 
pronunciamientos judiciales que se citaron, incluso como lo dispone las citas Jurisprudencias de la 
Honorable Corte Constitucional. 

 
2. Que en concordancia con lo anterior, se ordene a la Comisión Nacional del Servicio Civil y a la Unión 

Temporal Mérito y Oportunidad DIAN 2020, que se tengan como válidos los certificados tanto 
académicos como certificados laborales aportados para dicho concurso y en consecuencia sea admitido 
para el empleo Inspector II - OPEC 127231 de la citada convocatoria. 
 

3. Que en coherencia con lo previo se ordene a la Comisión Nacional del Servicio Civil y a la Unión 
Temporal Mérito y Oportunidad DIAN 2020, suspender provisionalmente la convocatoria 1461 de 2020 
“DIAN”, y toda actuación administrativa de la misma en lo referente a la OPEC 127231, proceso de 
selección. 

 
VIII. PRUEBAS 

 
Documentales que se aportan:  
 

1) Reclamación contra los análisis de requisitos mínimos. 
 

2) Respuesta emitida por las accionadas a la reclamación interpuesta contra los resultados publicados 
frente a la prueba de requisitos mínimos de la convocatoria 1461 de 2020 DIAN. 
 

3) Copia de la inscripción al empleo OPEC 127231 
 

4) Copia de los Diploma de Pregrado y Posgrados 
 

IX. MANIFESTACIÓN BAJO LA GRAVEDAD DE JURAMENTO 
 
Bajo la gravedad de juramento manifiesto que no he presentado otras acciones de tutela por los mismos 
hechos y pretensiones de la presente. 

 
X. NOTIFICACIONES 

 
Al suscrito por el medio que el Despacho considere más expedito, en el correo electrónico 
jcramirezv2004@hotmail.com al teléfono celular 3113195699. 
 
A las accionadas COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC- y LA UNIÓN TEMPORAL MÉRITO Y 
OPORTUNIDAD DIAN 2020  en el correo electrónico de notificaciones judiciales que aparece en su página web: 
notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co o en la Carrera 16 No. 96-64, Piso 7 de Bogotá D.C. 
 
Cordialmente, 

 
JUAN CARLOS RAMIREZ VALENCIA 
C.C. 79644895 de Bogotá  
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Formación

FORMACION ACADEMICA SENA
FORMACION ACADEMICA ESAP
FORMACION ACADEMICA UNIVERSIDAD COOPERATIVA DE COLOMBIA
FORMACION ACADEMICA ESAP
FORMACION ACADEMICA SENA
EDUCACION INFORMAL ICONTEC
FORMACION ACADEMICA SENA
MAESTRIA UNIVERSIDAD DE LA SALLE
ESPECIALIZACION PROFESIONAL ESCUELA SUPERIOR DE ADMINISTRACION
PROFESIONAL UNIVERSIDAD DE LA SALLE

Lugar donde presentará las pruebas

Selección de sitio de aplicación de pruebas. Manizales - Caldas

Experiencia laboral
Empresa Cargo Fecha Fecha terminación

DIRECTOR
ADMINISTRATIVO

05-ene-18ALCALDIA DE MANIZALES

DIRECTOR
ADMINISTRATIVO

05-ene-18ALCALDIA DE MANIZALES

Profesional Especializado 13-mar-12 04-ene-18Unidad Nacional de Proteccion
SECRETARIO GENERAL 08-ene-08 29-oct-10CONCEJO MUNICIPAL DE LA DORADA
DIRECTOR EJECUTIVO 11-ago-04 10-ago-06CAMARA DE COMERCIO DE LA DORADA
DOCENTE 31-ene-00 15-dic-02Corporación Universitaria del Norte del

Tolima
TUTOR 01-mar-99 15-dic-00UNAD

Otros documentos

Documento de Identificación
Libreta Militar
Tarjeta Profesional
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